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Mediante un recurso de certiorari, comparecen los 

peticionarios: National Food Truck Association of P.R., Inc.; Ramón 

A. Rodríguez Juelle, su esposa, Shelley Marzán Del Valle y la 

Sociedad Bienes de Gananciales compuesta por ambos; Omar 

Domínguez Dalmau, su esposa, Laura Del Fierro y la Sociedad de 

Bienes Gananciales compuesta por ambos; Luis Rodríguez, su 

esposa, Wanda Clemente y la Sociedad de Bienes Gananciales 

compuesta por ambos; Edwin Aponte Pérez, su esposa, Mayra 

Lespier De Jesús y la Sociedad de Bienes Gananciales compuesta 

por ambos; Carlos Baker González; Manuel Romero Matos, su 

esposa, Ivonne Betancourt Medina y la Sociedad de Bienes 

Gananciales compuesta por ambos; Eduardo Álvarez; Jerry Rivera 

Burgos; Juan R. Santana, su esposa, Bárbara L. Rodríguez y la 

Sociedad de Bienes Gananciales compuesta por ambos; y, Sandra 

Maldonado (peticionarios) y solicitan que revoquemos la Resolución 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia (TPI), Sala de Carolina, 

el 11 de mayo de 2018.1 Mediante la misma, el foro primario denegó 

un recurso de Injunction Preliminar y Permanente presentado por los 

peticionarios y dejó sin efecto una Orden de Entredicho Provisional. 

Por los fundamentos que se expondremos a continuación, 

resolvemos expedir el auto de certiorari solicitado y confirmar el 

dictamen. Veamos. 

-I- 

El 6 de marzo de 2018 los peticionarios presentaron una 

Demanda sobre Entredicho Provisional, Injunction Preliminar y 

Permanente; Sentencia Declaratoria; Impugnación de Ordenanza; 

Violación de Derechos y Daños y Perjuicios en contra del Municipio 

de Carolina (aquí recurrido). En la misma, solicitaron una Orden de 

Entredicho Provisional e Injunction Preliminar para impedir que la 

                                                 
1 Notificada el 16 de mayo de 2018. 
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Ordenanza 08, Serie 2017-2018-09 aprobada por el municipio 

recurrido el 16 de febrero de 2018, entrara en vigor en la fecha 

prevista, l8 de marzo de 2018. Alegaron que la referida Ordenanza 

era nula de su faz, pues la misma incluía numerosas disposiciones 

contrarias a la Constitución de Puerto Rico, la de Estados Unidos, a 

la Ley de Municipios Autónomos, así como a otras disposiciones 

aplicables. En síntesis, los peticionarios cuestionaron la validez de 

la Ordenanza porque la misma cambió dramáticamente la 

reglamentación de los comercios ambulantes que operan en el 

municipio recurrido. Argumentaron que —si la referida Ordenanza 

entraba en vigor— tendría el efecto de eliminar muchos de los 

comercios ambulantes, privaría a numerosos jefes de familia de su 

única fuente de ingresos y, suprimiría, un sector que fue 

indispensable para la economía de Puerto Rico durante el paso de 

los huracanes Irma y María.   

Los peticionarios también presentaron una Solicitud Urgente 

de Entredicho Provisional e Injunction Preliminar para que el TPI 

emitiese una Orden que impidiera que la Ordenanza entrara en vigor 

en la fecha prevista. Reiteraron que si la Ordenanza entraba en vigor 

les ocasionaría daños de naturaleza irreparable y la controversia se 

tornaría académica.  

A esos efectos, el 8 de marzo de 2018 el TPI expidió una Orden 

de Entredicho Provisional para la paralización inmediata de la 

ejecución, vigencia y aplicación de la Ordenanza objeto de la 

Demanda. A su vez, citó a las partes para la celebración de la Vista 

de Entredicho e Injunction Preliminar para el 15 de marzo de 2018.  

Así —celebrada la vista del 15 de marzo de 2018 y luego de las 

respectivas argumentaciones de las partes— el TPI mantuvo la Orden 

de Entredicho Provisional; ordenó a los peticionarios que 

presentaran un Memorando de Derecho y a los recurridos replicar el 

mismo. Por último, las partes fueron citadas para la continuación 
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de la vista con el beneficio de los memorandos de derecho 

presentados. 

En cumplimiento con lo ordenado, los peticionarios 

presentaron su Memorando de Derecho. En el mismo, sostuvieron 

que la Ordenanza objeto de la demanda era ilegal. A su vez, 

reiteraron las alegaciones de su reclamación, por lo que solicitaron 

la nulidad de las disposiciones de la Ordenanza. Por último, 

requirieron que se emitiese un Injunction Permanente a los fines de 

impedir que la Ordenanza entrara en vigor.  

Por su parte, el municipio recurrido presentó su Memorando 

de Derecho mediante el cual alegó que el recurso de los peticionarios 

padecía de graves deficiencias de índole procesal y sustantivo que lo 

tornaban improcedente en derecho. Por ello, solicitó que la demanda 

en su contra fuera desestimada y se dispusiera de la misma 

sumariamente. Afirmó, que la Ley Núm. 81-1991 conocida como la 

Ley de Municipios Autónomos, le confiere el poder y la facultad de 

reglamentar la operación de los negocios ambulantes que realicen 

una actividad económica en su jurisdicción. 2  Señaló, que los 

peticionarios no lograron poner en posición al TPI de evaluar la 

procedencia de los daños irreparables que alegaron podrían sufrir 

las partes si se concedía o denegaba el injunction. Además, indicó 

que existía un remedio adecuado en ley, ya que el Reglamento 

aplicable provee un procedimiento adjudicativo que atendería los 

planteamientos de los peticionarios. De igual modo, resaltó que era 

improbable que los peticionarios prevaleciesen en el litigio en su 

fondo, porque sus alegaciones eran sobre intereses puramente 

económicos, las cuales estaban enfrentados al interés y obligación 

del municipio recurrido de velar y promover la salud, seguridad y 

bienestar de sus habitantes. Por último, adujo que por tener la 

                                                 
2 21 LPRA sec. 4001 et seq. 
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responsabilidad de reglamentar los negocios ambulantes y de velar 

por la salud, seguridad y bienestar de su población, el impacto en el 

interés público en este caso estaba a su favor.  

Oportunamente, los peticionarios presentaron una Réplica a 

Memorando del Municipio de Carolina. Alegaron que la Ordenanza no 

merecía deferencia porque favorecía a ciertos intereses económicos 

particulares. Plantearon —que el argumento del municipio recurrido 

de querer proteger la seguridad de sus ciudadanos— era solo un 

pretexto para encubrir un discrimen. Además, enumeraron algunos 

de los alegados daños que sufrirían alguno de ellos. A su vez, 

indicaron que todos los peticionarios se afectarían por las demás 

cláusulas impugnadas de la Ordenanza. Aseveraron que, si 

eliminaban sus negocios, sufrirían daños irreparables. Por último, 

indicaron, que el hecho de que estuviera en controversia una 

reclamación monetaria no excluía el remedio de injunction. 

Así, en la continuación de la vista —celebrada el 8 de mayo de 

2018— los peticionarios argumentaron sobre las alegaciones de su 

Memorando de Derecho y en la Réplica a Memorando de Derecho del 

Municipio de Carolina. Por su parte, el municipio recurrido presentó 

sus argumentos —conforme a su Memorando de Derecho— en 

oposición a los planteamientos peticionarios. 

Así las cosas, el 11 de mayo de 2018 el TPI emitió una 

Resolución mediante la cual denegó el recurso de Injunction 

Preliminar, dejó sin efecto la Orden de Entredicho Provisional y 

ordenó la continuación del litigio por la vía ordinaria. En resumen, 

razonó que los peticionarios no pusieron al TPI en posición de 

conocer cuál era el daño irreparable que sufriría, pues se limitaron 

a exponer los daños que sufrirían algunos de ellos; así, se trata de 

daños económicos cuantificables que pueden ser remediados 

mediante otras vías legales. Además, examinó la posibilidad de los 

peticionarios de prevalecer en el litigio y el impacto social que 
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tendría el emitir el recurso de injunction —y concluyó que— dado el 

interés económico en controversia versus la obligación del Municipio 

de velar, promover y proteger la salud y seguridad de sus 

conciudadanos, la balanza se inclinaba por el interés regulador; 

máxime, cuando en esa esfera de regulación económica era incierto 

que los peticionarios prevalecieran. 

Insatisfechos, los peticionarios acudieron oportunamente 

ante este Tribunal mediante una Solicitud de Certiorari, alegando 

que el TPI incidió: 

Al denegar la Solicitud de Injunction Preliminar sin haber 
celebrado una vista evidenciaria, según contempla la Regla 
57.2 de las de Procedimiento Civil. 
 
Al concluir que los peticionarios no sufren daños irreparables 
por la pérdida de sus negocios. 
 
Al concluir que los peticionarios carecen de razón en cuanto a 
sus planteamientos de derecho. 
 

Mediante resolución de 25 de mayo de 2018 le concedimos al 

municipio recurrido un término de treinta (30) días para que 

expresara su posición en cuanto a la Solicitud de Certiorari que 

presentaron los peticionarios. En cumplimiento con nuestro 

dictamen, el 26 de junio de 2018 el recurrido nos presentó una 

Oposición al Certiorari.3 

-II- 
 

A. El injunction. 

 
El injunction está regulado por la Regla 57 de Procedimiento Civil 

y por los Artículos 675 a 689 del Código de Enjuiciamiento Civil, hoy 

Ley de Recursos Extraordinarios.4 Al respecto, el Artículo 675 del 

Código de Enjuiciamiento Civil, define el injunction como un 

mandamiento judicial expedido por escrito, bajo el sello de un 

                                                 
3 El 29 de junio de 2018 los peticionarios replicaron la oposición de Certiorari y, el 

16 de julio de 2018, el recurrido presentó una Oposición/Dúplica a “Breve Réplica” 

Por Ser Improcedente a Tenor con el Reglamento del Tribunal de Apelaciones, a la 

que se opusieron los peticionarios el 19 de julio de 2018. Cabe indicar que dicha 
replica de oposición al certiorari se tiene por no presentada y cualquier otra 

argumentación posterior que se presente sin previa autorización de este Tribunal. 
4 32 LPRA Ap. V, R. 57 y 32 LPRA secs. 3521-3566, respectivamente. 
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tribunal, por el que se requiere a una persona para que se abstenga 

de hacer, o de permitir que se haga por otras bajo su intervención, 

determinada cosa que infrinja o perjudique el derecho de otra.5  

Por ser un recurso extraordinario, los tribunales solo pueden 

expedir un interdicto cuando no haya otro remedio jurídico 

adecuado.6 La Regla 57 de Procedimiento Civil, supra, establece 

tres modalidades de injunction, a saber: el injunction permanente, el 

injunction preliminar y el entredicho provisional. 7   

En lo pertinente, el injunction preliminar o pendente lite es un 

recurso que emite el tribunal antes de la celebración del juicio en su 

fondo. De ordinario, lo emite después de la celebración de una vista, 

en el cual las partes tienen la oportunidad de presentar prueba en 

favor o, en oposición a la expedición del mismo. El objetivo principal 

es mantener el estado actual de las cosas —hasta tanto— se celebre 

el juicio en sus méritos. Ello, tiene el propósito de que el demandado 

no promueva con su conducta una situación que convierta en 

académica la determinación que finalmente tome el tribunal a quo. 

Así, el derecho sustantivo de que se trate el caso se ventilará en un 

juicio plenario, como en cualquier otro tipo de acción.8  

Al respecto, la Regla 57.3 de Procedimiento Civil establece los 

criterios que deberán considerarse al momento de evaluar la 

procedencia del injunction preliminar; estos criterios son los 

siguientes:9 

[…] 
(a) La naturaleza del daño a que está expuesto la parte 
peticionaria;   
(b) la irreparabilidad del daño o la inexistencia de un remedio 
adecuado en ley;   
(c) la probabilidad de que la parte promovente prevalezca;   
(d) la probabilidad de que la causa se torne en académica;   
(e) el impacto sobre el interés público del remedio que se 
solicita, y   

                                                 
5 32 LPRA sec. 3521. 
6 E.L.A. v. Asoc. de Auditores, 147 DPR 669, 679 (1999). 
7 Supra. 
8 Next Step Medical Co., Inc v. Bromedicon, Inc. y otros, 2014 TSPR 30, a la pág. 

10, citando en aprobación a Molini v. Corp. P.R. Dif. Púb, 179 D.P.R. 674, 689 n.12 

(2010); VDE Corportation v. F & R Contrators, 180 DPR 21, 41 (2010). 
9 32 LPRA Ap. V, R. 57.3.  
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(f) la diligencia y la buena fe con que ha obrado la parte 
peticionaria.   

  

Es decir, para conceder un injunction preliminar, primero, es 

necesario identificar el daño que se le causa al que solicita el 

remedio de injunction si no se expide el recurso, y el daño que se le 

causaría a la otra parte, si se expide.  De esto se trata el balance de 

equidades o intereses.10   

En segundo lugar, es preciso determinar lo que constituye un 

remedio apropiado en ley y, por ende, daño irreparable va a 

depender de los hechos y las circunstancias de cada caso en 

particular.11 Al respecto, constituye un daño irreparable aquél que 

no puede ser adecuadamente satisfecho mediante la utilización de 

los remedios legales disponibles. El daño irreparable se relaciona 

con la existencia o ausencia de algún otro remedio adecuado en ley 

que evite la expedición del injunction. En este contexto, cuando se 

hable de un daño irreparable, no quiere decirse que el mismo esté 

fuera de la posibilidad de ser reparado o de ser compensado en una 

acción de daños y perjuicios, sino que ha de ser de tan constante y 

frecuente repetición que no pueda obtenerse ningún remedio 

adecuado o razonable para el mismo en una corte que administra 

justicia de acuerdo con la ley.12   

En fin, el daño irreparable es aquél que no puede ser 

apreciado con certeza ni debidamente compensado por cualquier 

indemnización que pudiera recobrarse en un pleito en ley.13  Por 

consiguiente, mientras exista algún remedio eficaz, completo y 

adecuado en ley, no se considera el daño como irreparable, por lo 

que no procederá conceder el injunction.14  

                                                 
10 Misión Ind. P.R. v. J.P. y A.A.A, 142 DPR 656, 681 (1997).  
11 Autoridad de Tierras v. Moreno & Ruiz Dev., 174 DPR 409 (2008). 
12 Loíza Sugar Company v. Hernaiz y Albandoz, 32 D.P.R. 903 (1924).   
13 Misión Ind. P.R. v. J.P. y A.A.A., supra, pág. 681.   
14 Autoridad de Tierras v. Moreno & Ruiz Dev., supra. 
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Ahora bien, un injunction procede no solo para evitar daños 

irreparables sino también para evitar la multiplicidad de 

procedimientos. En este sentido, es preciso que la parte promovente 

demuestre la existencia de un daño irreparable que no puede ser 

adecuadamente satisfecho mediante la utilización de los remedios 

legales disponibles, por lo que procede un injunction para evitar 

daños irreparables o una multiplicidad de procedimientos; por lo 

que queda claro que: “[e]l concepto de evitación de daños irreparables 

o de una multiplicidad de procedimientos constituye un aspecto de la 

regla básica de que procede un injunction cuando el remedio existente 

en el curso ordinario de la ley es inadecuado.15 

En tercer lugar, quien solicita un injunction preliminar debe 

también demostrar que tiene probabilidades de prevalecer en la vista 

en los méritos del caso, pues no se le va a conceder este tipo de 

remedio extraordinario accesorio a una parte a quien claramente no 

le asiste la razón con relación a los méritos del recurso 

principal.16  Sin embargo, el hecho de que se expida un remedio de 

esta índole no significa que se esté adjudicando ni prejuzgando los 

méritos del recurso presentado.  

En cuarto orden, si al emitir un injunction se evita que la causa 

se torne ineficaz o inoficiosa. Este requisito surge del propósito 

fundamental del injunction preliminar —este es— mantener el status 

quo hasta que se celebre el juicio en sus méritos para que así no se 

produzca una situación que convierta en “académica” la sentencia 

que finalmente se dicte, o se le ocasionen daños de mayor 

consideración al peticionario mientras dura el litigio.17   

En quinto lugar, es fundamental considerar el impacto que 

pueda tener la concesión de un injunction preliminar en el interés 

                                                 
15 Asoc. V. Caparra v. Asoc. Fom. Educ., 173 DPR 304, 319 (2008); Cruz v. Ortíz, 

74 D.P.R. 321 (1953). 
16 Misión Ind. P.R. v. J.P. y A.A.A., supra.   
17 Id. 
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público. Es decir, no se puede relegar a un segundo plano dicho 

interés.  Este criterio es primordial y supera el interés individual 

de las partes. Siempre se debe ponderar la naturaleza de los 

derechos individuales afectados —frente— al valor y utilidad social 

de la obra pública en cuestión. En otras palabras, constituiría un 

error el obviar la consideración del perjuicio o beneficio que 

resultaría sobre el interés de la comunidad en general.18  Ello no es 

tarea fácil, pues interés público no es la condición positiva de toda 

actuación estatal; ni es simplemente la suma de intereses 

particulares; ni tampoco es —en esencia— distinto al interés de las 

personas o grupos que componen el país.  Así pues, resulta en la 

mayoría de las ocasiones del acomodo entre diversos intereses 

particulares, en que unas veces el interés público es el del grupo 

más numeroso —y otras veces— se define no cuantitativamente, 

sino cualitativamente; en específico, los enfermos, indigentes o 

impedidos no constituyen el grupo más numeroso de la población, 

pero el valor de la salud y la vida humana se impone a los intereses 

pecuniarios del conjunto de la población y muy bien explica la 

creación de programas de bienestar público a costa de los 

contribuyentes.19   

Finalmente, el injunction preliminar descansa en la sana 

discreción judicial, la que se desplegará ponderando las necesidades 

y los intereses de todas las partes involucradas en la 

controversia. 20   No obstante, los tribunales no podemos ejercer 

nuestra discreción con automatismo judicial. Se ejerce luego de 

realizar un análisis integral de la prueba y un ponderado balance de 

equidades, sopesando los intereses de las partes. Tras la rigurosa y 

cuidadosa ponderación de los intereses de todas las partes, el 

                                                 
18 Misión Ind. P.R. v. J.P. y A.A.A., supra.   
19 P.I.P. v. C.E.E., 120 DPR 580 (1988).   
20 Mun. de Ponce v. Gobernador, 136 DPR 776, 790-791 (1994). 
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tribunal no vendrá obligado a emitir el injunction preliminar si a su 

juicio la balanza se inclina contra su expedición.21 

  

B. Ley de Municipios Autónomos. 

Es harto conocido que los municipios son criaturas jurídicas 

creadas por la Asamblea Legislativa al amparo de para atender las 

necesidades de la comunidad local.22 Por tanto, los municipios solo 

poseen los poderes que le han sido expresamente delegados por el 

legislador.23  

En ese sentido, la Ley Núm. 81-1991 conocida como la Ley de 

Municipios Autónomos, se creó a los efectos de garantizar a los 

municipios un mayor grado de autonomía fiscal y gobierno propio 

para atender eficazmente las necesidades y el bienestar de sus 

habitantes.24 Conforme a esta política pública, el precitado estatuto 

está dirigido a regular las facultades de los municipios para lograr 

así un mayor grado de autonomía necesaria para el mejor 

aprovechamiento y fiscalización de las obras que se realicen dentro 

de sus límites territoriales.25 Asimismo, la mencionada ley dispone 

que las facultades conferidas a los municipios serán interpretadas 

de manera liberal, de forma tal que se propicie el desarrollo e 

implantación de la política pública encaminada a garantizar a los 

municipios las facultades necesarias en el orden jurídico, fiscal y 

administrativo para atender eficazmente las necesidades y el 

bienestar de sus habitantes.26 

En lo pertinente, la Ley de Municipios Autónomos,27 dispone que: 

El municipio es la entidad jurídica de gobierno local, 
subordinada a la Constitución del Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico y a sus leyes, cuya finalidad es el bien común local 
y, dentro de éste y en forma primordial, la atención de 
asuntos, problemas y necesidades colectivas de sus 

                                                 
21 Misión Ind. P.R. v. J.P. y A.A.A., supra. 
22 Art. VI, Sec. 1. Const. E.L.A., LPRA, Tomo I; Pfizer Pharm. v. Municipio de Vega 
Baja, 182 DPR 267, 286 (2011). 
23 Ortiz v. Municipio de San Juan, 167 DPR 609, 613 (2006). 
24 21 LPRA sec. 4001 et seq. 
25 Const. José Carro v. Mun. Dorado, 186 DPR 113,121 (2012). 
26 21 LPRA Sec. 4002. 
27 21 LPRA sec. 4003.  
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habitantes. 
 
Cada municipio tiene capacidad legal independiente y 
separada del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto 
Rico, con sucesión perpetua y capacidad legislativa, 
administrativa y fiscal en todo asunto de naturaleza 
municipal.  
[…] 
Son elementos esenciales del municipio el territorio, la 
población y la organización. 
 

El mencionado estatuto, reconoce la autonomía de todo 

municipio en el orden jurídico, económico y administrativo. En 

específico, dispone que la autonomía municipal comprenderá, entre 

otras cosas, la libre administración de sus bienes y de los asuntos 

de su competencia o jurisdicción y la disposición de sus ingresos y 

de la forma de recaudarlos e invertirlos. A su vez, establece que las 

ordenanzas, resoluciones y reglamentos municipales no podrán 

suspenderse ni dejarse sin efecto, excepto por orden de tribunal 

competente. 28 De igual forma, la citada Ley dispone lo siguiente: 

Los municipios tendrán los poderes necesarios y convenientes 
para ejercer todas las facultades correspondientes a un 
gobierno local y lograr sus fines y funciones. Además de lo 
dispuesto en este subtítulo o en cualesquiera otras leyes, los 
municipios tendrán los siguientes poderes: 
(a)… 
 
(o) Ejercer el poder legislativo y el poder ejecutivo en todo 
asunto de naturaleza municipal que redunde en el bienestar 
de la comunidad y en su desarrollo económico, social y 
cultural, en la protección de la salud y seguridad de las 
personas, que fomente el civismo y la solidaridad de las 
comunidades y en el desarrollo de obras y actividades de 
interés colectivo con sujeción a las leyes aplicables. 
[…]29 
 

En cuanto a los negocios ambulantes, la Ley de Municipios 

Autónomos dispone que: 

Los municipios reglamentarán la ubicación y operación de 
negocios ambulantes dentro de sus respectivos límites 
territoriales de acuerdo a la política pública del Estado Libre 
Asociado de Puerto Rico. Toda ordenanza reglamentando los 
negocios ambulantes contendrá normas suficientes para 
proteger el interés público, preservando la paz, tranquilidad y 
seguridad pública, la salud, el tránsito de vehículos y 
peatones, la seguridad y estética de las vías y lugares 
públicos, además de proteger al consumidor velando porque 
se cumplan las normas de precios, salubridad y rotulación 
aplicables. 

                                                 
28 21 LPRA sec. 4004. 
29 21 LPRA sec. 4051. 
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(a) A esos fines se faculta a los municipios para expedir, 
denegar, suspender, revocar, enmendar o modificar las 
licencias requeridas en este capítulo para la operación de 
cualquier negocio ambulante. 
 
(b) Asimismo, de conformidad a la facultad que se le confiere 
en el inciso (d) de la sec. 4052 de este título, los municipios 
podrán imponer y cobrar una tarifa o derechos por la 
expedición y renovación de la licencia o autorización para la 
operación de negocios ambulantes que se requiere en este 
capítulo. Asimismo, podrán fijar y cobrar un canon periódico 
por la ubicación y operación de un negocio ambulante en vías, 
aceras y facilidades públicas municipales. 
[…] 
(c) Además, cada municipio dispondrá mediante ordenanza 
los sitios en que se podrá autorizar la ubicación y operación 
de negocios ambulantes con sujeción a las leyes y 
reglamentos de planificación y ordenación territorial, tránsito, 
salud, seguridad pública y otras aplicables. No obstante, se 
prohíbe su ubicación y operación en las vías públicas 
conocidas como autopistas de peaje, expresos y otras 
carreteras cuando así lo determine el Secretario del 
Departamento de Transportación y Obras Públicas de 
conformidad con la legislación del Gobierno Central y del 
gobierno federal aplicable. 
[…]30 

 

A su vez, la precitada Ley dispone sobre las normas que deben 

seguir los municipios para ejercer su facultad de reglamentación de 

los negocios ambulantes: 

(a) Toda licencia para la operación de un negocio ambulante 
se concederá únicamente cuando el municipio determine que 
la concesión de la misma es conveniente y necesaria o propia 
para la conveniencia, comodidad e interés público y en todo 
caso previo endoso o conformidad escrita de las agencias 
públicas correspondientes.  
[…] 
(e) Cuando el negocio ambulante vaya a operar en los predios 
de una vía o facilidad pública, el dueño del negocio ambulante 
deberá tener un contrato, permiso o autorización firmado por 
el principal funcionario ejecutivo de la agencia pública 
propietaria, arrendataria o que tenga bajo su control y 
administración la vía o facilidad pública de que se trate.31 
 

Al respecto, le corresponderá a cada municipio ordenar, 

reglamentar y resolver cuanto sea necesario o conveniente para 

atender las necesidades locales y para su mayor prosperidad y 

desarrollo. Estos, estarán investidos de las facultades necesarias y 

convenientes para regular y reglamentar la ubicación y operación de 

negocios ambulantes, incluyendo la facultad de requerir y cobrar 

una licencia o canon periódico para poder operar, de conformidad 

                                                 
30 21 LPRA sec. 4952. 
31 21 LPRA sec. 4953. 
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con lo establecido en este subtítulo. Aquellos negocios ambulantes 

que estén operando ilegalmente, podrán ser intervenidos por la 

autoridad municipal una vez ésta adopte la reglamentación 

necesaria.  

C. El certiorari. 

El certiorari es el vehículo procesal que permite a un tribunal 

de mayor jerarquía revisar las determinaciones de un tribunal 

inferior.32 La expedición del auto de certiorari descansa en la sana 

discreción del tribunal, así nuestro más alto foro ha señalado que 

"[l]a característica distintiva de este recurso se asienta en la 

discreción encomendada al tribunal revisor para autorizar su 

expedición y adjudicar sus méritos". 33  Ahora bien, ejercer la 

discreción concedida no implica la potestad de actuar 

arbitrariamente, en una u otra forma, haciendo abstracción del 

resto del derecho.34  

-III- 

En síntesis, los peticionaros alegan que el TPI incidió al 

denegarles la solicitud de injunction preliminar sin haberse 

celebrado una vista evidenciaria; al indicar que no sufrirían daños 

irreparables; y, concluir que no tenían razón en cuanto a sus 

planteamientos de derecho.  

Es decir, conforme a la Resolución recurrida esta Curia debe 

resolver si el TPI erró al denegar la solicitud de injunction preliminar 

en el caso de epígrafe. El error señalado no se cometió. Veamos. 

De entrada, nos resulta contradictorio que los peticionarios 

aleguen que el TPI no celebró una vista evidenciaria para considerar 

el injunction preliminar, cuando admiten que el 15 de marzo y 8 de 

mayo de 2018 se llevó a cabo sendas vistas. Todavía más, aducen 

                                                 
32 Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723 (2016). 
33 Id. 
34 Id. 
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que en la vista del 15 de marzo de 2018 el tribunal no les permitió 

desfilar prueba para demostrar daño irreparable. De hecho, nos 

indican que tal negativa obra en la MINUTA del 15 de marzo de 2018. 

Al examinar la misma, notamos que lo único que obra es lo 

siguiente: “Mientras, el licenciado Brau Ramírez solicita desfilar su 

prueba para demostrar uno de los criterios que justifican la concesión 

de un remedio interdictal, el cual es daño irreparable.”35 Lo antes 

expuesto, se da en el contexto de una impugnación que hizo el 

Municipio contra la National Food Truck Association of P.R., como 

una parte con legitimación activa. No obstante, no hay nada en la 

minuta que resuelva que tal petición fue denegada, ni contamos con 

una transcripción de la prueba oral. Lo que sí queda claro es que el 

foro de instancia mantuvo paralizada la Ordenanza; les otorgó 

tiempo a las partes para presentar memorando de derecho; y, pautó 

otra vista para el 8 de mayo de 2018.  

Ahora bien, al examinar los memorandos de derecho, notamos 

que en la Réplica a memorando del Municipio de Carolina del 25 de 

marzo de 2018 los peticionarios dedican dos páginas al tema de 

cómo la Ordenanza les causa un daño irreparable.36 En ese aspecto, 

no vemos que en la vista del 8 de mayo de 2018 los peticionarios 

hayan traído tal petición al tribunal a quo, cuando se le dio la 

oportunidad de argumentar sobre los memorando de derechos. 

Tampoco contamos con una transcripción de la prueba oral de dicha 

vista para apreciar lo allí expuesto. 

Por lo tanto, resulta inmeritorio tal señalamiento de error; 

pues tanto en los memorandos de derecho, como en la vista del 8 de 

mayo de 2018, los peticionarios tuvieron la oportunidad de 

presentar y argumentar sobre el daño irreparable que dicha 

                                                 
35 Véase la minuta de la vista de entredicho preliminar a la pág. 248 del apéndice. 
36 Véase, Réplica a memorando del Municipio de Carolina del 25 de marzo de 

2018, a las págs. 321-323 del apéndice. 
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Ordenanza les causaba. El primer error no se cometió. 

Cónsono con lo antes dicho, atendemos en conjunto el 

segundo y tercer error relativo a que los peticionarios no 

demostraron un daño irreparable ni les asistía la razón en derecho. 

El TPI no cometió los errores indicados. Veamos. 

Recordemos que —en lo que a la expedición de un injunction 

preliminar se refiere— la Regla 57.3 de Procedimiento Civil, supra, 

exige que los peticionarios cumplan —con todos los requisitos— 

para demostrar: (1) la naturaleza del daño a que está expuesto la 

parte peticionaria; (2) la irreparabilidad del daño o la inexistencia de 

un remedio adecuado en ley; (3) la probabilidad de que la parte 

promovente prevalezca; (4) la probabilidad de que la causa se torne 

en académica; (5) el impacto sobre el interés público del remedio que 

se solicita; y, (6) la diligencia y la buena fe con que ha obrado la parte 

peticionaria.   

Al evaluar dichos requisitos encontramos que, en cuanto al 

Memorando de Derecho del 27 de marzo de 2018, los peticionarios 

abordan la ilegalidad de su faz de la Ordenanza municipal en 

controversia. Así, discuten los siguientes temas: LA ORDENANZA 

RESPONDE A UN “PEDIDO DE ASORE”; LA ORDENANZA 

DISCRIMINA A FAVOR DEL COMERCIO FIJO EXISTENTE; EL 

REQUISITO DE FIANZA AGRAVA EL COMERCIO INTERESTATAL; 

LA ORDENANZA DISCRIMINA CONTRA LOS NO RESIDENTES; 

VIOLACIÓN A LA LIBRE EXPRESIÓN; MODIFICACIÓN ULTRA 

VIRES DE LA LEY DE MUNICIPIOS; LA ORDENANZA ES 

CONTRARIA A LA LEY DE CIERRE; REGLAMENTACIÓN ULTRA 

VIRES  DE EDIFICIOS PÚBLICOS; REGLAMENTACIÓN ULTRA 

VIRES  DE LAS VÍAS ESTATALES; LA PROHIBICIÓN DE OPERAR 

EN CENTROS COMERCIALES ESTACIONES DE GASOLINA; y, 
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OTRAS PROHIBICIONES ARBITRARIAS. 37  Noten que en dicho 

memorando los peticionarios no argumentan o presentan evidencia 

alguna —ante el TPI— tendiente a demostrar el cumplimiento con 

todos los requisitos para la expedición del injunction preliminar.  

En lo que concierne a la Réplica a memorando del Municipio 

de Carolina del 25 de marzo de 2018, vemos que el único criterio 

que aducen los peticionarios gira en torno a los daños por sufrir, sin 

concretar ni empalmar los restantes requisitos que requiere la 

mencionada Regla 57.3. Todavía más, dicha Réplica no alcanza a 

persuadir —al TPI ni a esta mayoría— sobre la ocurrencia de un 

daño irreparable. En lo pertinente, expondremos a continuación la 

argumentación sobre “daño irreparable” que allí expusieron: 

I. LOS DEMANDANTES ENFRENTAN DAÑOS IRREPARABLES. 

 
1. El Municipio alega que la parte demandante no ha expuesto de qué manera 

se afectan los demandantes por la adopción de la Ordenanza.  Esto no es 
correcto. 

2. Los demandantes Ramón Rodríguez Juelle, Shelley Marzán del Valle, Edwin 

Pérez Aponte y Mayra Lespier de Jesús, Juan Santana y Bárbara Rodríguez 
operan negocios ubicados en estaciones de gasolina. De acuerdo a lo 
dispuesto en la Sección 6.01, inciso (6), ellos no podrán mantener sus 

negocios. 
3. Los demandantes Omar Domínguez Dalmau y Laura del Fierro, y Luis 

Rodríguez y Wanda Clemente operan negocios en centros comerciales.  De 
acuerdo a la Sección 6.01, inciso (7) de la Ordenanza, ellos no podrán 

continuar con sus negocios a menos que el Centro Comercial solicite 

una reevaluación de sus permisos, lo que, en la práctica, significa 
que tampoco podrán mantener sus negocios. 

4. Los demandantes Carlos Baker González, Manuel Romero Matos, Ivonne 
Betancourt, Eduardo Rodríguez, Jerry Rivera Burgos, Juan Santana, 
Bárbara Rodríguez y Sandra Maldonado se afectan todos por la Sección 
6.01, inciso (15) del Reglamento, que les requiere que la comida de sus 
negocios se sirva para llevar y por la Sección 6.01, inciso (19), que les 

prohíbe colocar anuncios en las aceras. 
5. Varios de los demandantes se afectan por la Sección 6.01, inciso (10) de la 

Ordenanza, que les prohíbe ubicarse en propiedades públicas o 
privadas que colinden con avenidas. 

6. Todos los demandantes se afectan por las demás cláusulas impugnadas de 
la Ordenanza, las cuales les afectan adversamente.  Los distintos 
miembros del National Food Truck Association también se afectan 

adversamente por las cláusulas impugnadas de la Ordenanza. 
7. La Ordenanza ha sido cuestionada de su faz, conforme lo autoriza el artículo 

15.002(1)(b) de la Ley de Municipios Autónomos, 31 L.P.R.A. sec. 4702(1)(b), 
y no ha comenzado a regir.  En estos casos, el Tribunal Supremo de Puerto 
Rico ha aclarado que la parte demandante no tiene que abundar sobre los 
hechos, sino que el cuestionamiento se hace contra el texto de la disposición, 
a la luz del derecho existente, Centro Unido Detallistas v. Com. Serv. Púb., 
174 D.P.R. 174, 188 (2008). 

8. En el caso de marras, existe una controversia definida de derecho sobre la 
validez de la Ordenanza porque los demandantes plantean que numerosas 
de sus cláusulas son contrarias a la Ley y a la Constitución de los Estados 
Unidos y la de Puerto Rico.  Este Tribunal puede adjudicar la controversia a 

base de un examen del texto de las cláusulas impugnadas, a la luz de los 

                                                 
37 Véase, memorando de derecho del 27 de marzo de 2018, a las págs. 250-265 

del apéndice. 
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señalamientos legales formulados por la parte demandante.  El remedio 
declaratorio solicitado es necesario porque existe incertidumbre en torno a 

la legalidad de la Ordenanza. Ello es precisamente lo que contempla la 
Regla 59 de las de Procedimiento Civil.  Romero Barceló y E.L.A., 169 D.P.R. 
460, 474-475 (2006); Suárez v. C.E.E. I, 163 D.P.R. 347, 354 (2004) (“debe 
utilizarse cuando permite finalizar situaciones de incertidumbre o 
inseguridad en cuanto a derechos”); Moscoso v. Rivera, 76 D.P.R. 481,489 
(1954) (propósito de la sentencia declaratoria es “disipar incertidumbres”). 

9. La parte demandante no viene obligada a agotar otros remedios. 
Véase la Regla 59.1 (se puede solicitar una sentencia declaratoria “aunque 
se inste o pueda instarse otro remedio”); Charana v. Pueblo, 109 D.P.R. 641, 
653 (1980); Arecibo Bldg. Corp. v. Tribunal Superior, 101 D.P.R. 720, 725 
(1973); véase, además, José Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal 
Civil, Tomo II, Publicaciones JTS, pág. 1094 (“[d]istinto a la norma general 
en los interdictos, se pueden declarar derechos, estados y otras relaciones 
jurídicas aunque se inste o pueda instarse otro remedio”). 

10. Al eliminarse sus negocios, los demandantes sufren daños 

irreparables, dentro del contexto de la Regla 57.3 de las de 
Procedimiento Civil. VDE Corporation v. F&R Contractors, 180 D.P.R. 21, 

41 (2010); P.R. Telephone Co. v. Tribunal Superior, 103 D.P.R. 656, 681 
(1997) (“[e]l daño irreparable es aquel que no puede ser apreciado con 
certeza ni debidamente compensado por cualquier compensación que 

pudiera recobrarse en un pleito en ley”).38 

En las transcritas alegaciones vemos que en la número 2, 3 y 

4 se hace mención de algunos peticionarios y los daños que sufrirían 

al impedírseles mantener sus negocios. Por ejemplo, para ello 

indican que aquellos vendedores que ubican en Centro Comerciales 

deben esperar a que dicho Centro solicite una reevaluación de sus 

permisos. También, alegan que la prohibición de colocar anuncios 

en las aceras les impide mantener los negocios. Por último, la 

alegación número 5 resulta imprecisa al indicar que —varios de los 

peticionarios— se afectan al prohibirles ubicarse en propiedades 

públicas o privadas que colinden con avenidas. Es decir, no señala 

quiénes —en concreto— de los peticionarios se verían afectados. 

Resulta evidente que los daños señalados por los peticionarios 

no colocaron al TPI en posición para expedir el recurso 

extraordinario de injunction. Es, por lo tanto, que los daños 

alegados son de índole económico —y no de carácter irreparable— 

como requiere la regla.  

Ciertamente, es al TPI, en el ejercicio de su discreción, a quien 

originalmente le corresponde determinar si procede o no la 

expedición de la solicitud de injunction. En este caso, dicho foro 

                                                 
38 Énfasis nuestro. Réplica a memorando del Municipio de Carolina del 25 de 

marzo de 2018, a las págs. 321-323 del apéndice. 
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entendió que no procede la petición, tras examinar los criterios 

necesarios para su expedición. Con tal conclusión coincidimos. 

Los peticionarios no establecieron la existencia de daños 

irreparables, ni conjugaron los demás criterios para mover la 

discreción del foro a quo. Por lo tanto, no pusieron en posición al TPI 

determinar que la naturaleza de los daños alegados era irreparable. 

De otra parte, no hay controversia de que —en virtud de la Ley de 

Municipios Autónomos— la parte recurrida tiene el poder y la 

facultad de reglamentar los negocios ambulantes que operan en su 

jurisdicción. 

Conforme a lo antes dicho, el TPI tampoco erró al sopesar el 

interés económico de los peticionarios versus la obligación del 

Municipio de: velar, promover y proteger la salud y seguridad de sus 

conciudadanos; y así, inclinar la balanza en favor del municipio 

recurrido, cuando resulta incierto que en esa esfera de regulación 

económica los peticionarios prevalezcan. 

En fin, a tono con lo antes expuesto el TPI no erró al dejar sin 

efecto la Orden de Entredicho Provisional, denegar la solicitud de 

injunction preliminar y ordenar la continuación de los procesos 

judiciales. Por lo que expedimos el auto de certiorari y confirmamos 

el dictamen recurrido.   

-IV- 

 Por los fundamentos expuestos, se expide el auto de certiorari 

solicitado y se confirma la Resolución recurrida.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 El Juez González Vargas disiente con opinión escrita. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones
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Independientemente de la particular opinión que tengamos 

sobre la corrección de remedio del injunction preliminar otorgado por 

el Tribunal Supremo en cuanto a los hechos del caso Acevedo et al. 

v. Iglesia Católica et al., 200 DPR ___ (2018), 2018 TSPR 106, citado 

por los peticionarios, reconocemos que el estándar adoptado sobre 

este asunto por dicho Foro es uno evidentemente liberal y flexible. 

Expresamente allí se decidió que el referido remedio procedía aun 

cuando se alegaran daños económicos y, por tanto, reparables 

mediante la correspondiente compensación.  

En el caso de autos, no hay duda de que la implantación del 

nuevo Reglamento sobre el establecimiento de los Food Trucks en el 

Municipio de Carolina mientras se litiga la impugnación de dicho 

Reglamento representa para sus operadores un daño de patente 

intensidad al privarle a muchos de ellos del único medio para 

procurar el sostenimiento de su familia. Aunque técnicamente 

pueda catalogarse dicha pérdida como una económica, como ya 

señalamos, ese solo criterio, a la luz de la jurisprudencia del 

Tribunal Supremo, parece no ser suficiente para descartar su 

procedencia. A ello se añade el hecho de que el cierre de muchos de 

estos establecimientos por la ejecución del referido Reglamento, 

como ya se ha dispuesto en cuanto a varios de ellos, plantea para 

las familias que dependen de este ingreso para su sustento 

profundas implicaciones en su bienestar emocional y psicológico, 

que aumentan el daño real o potencial resultante de ese cierre. A la 

vista de este Juez, los demandantes han satisfecho el requisito de 
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daño irreparable para propósitos de la solicitud del remedio del 

injunction preliminar en controversia.  

De otra parte, al balancearse los intereses de ambas partes en 

este litigio, resulta incuestionable el hecho de que el municipio de 

Carolina no está expuesto a sufrir un grave perjuicio con el 

mantenimiento de la operación de estos establecimientos mientras 

se litiga la controversia en sus méritos. Nótese que se trata de una 

actividad que no es inherentemente peligrosa y que además ha 

existido por las pasadas décadas sin que ello haya representado 

para el Municipio o la población en general serios riesgos a su salud 

o seguridad. Su mantenimiento u operación por unos meses 

adicionales mientras se dilucida la controversia no constituye un 

daño de similar magnitud que al que está expuesto a sufrir los 

operadores de estos establecimientos, según antes indicado.  

Si bien somos conscientes de que de ambos lados de la 

contienda se esgrimen planteamientos meritorios sobre la validez del 

Reglamento, no puede, ni debe quedar finalmente adjudicada esa 

controversia en esta etapa de los procedimientos, sin el beneficio del 

procedimiento que sigue para su dilucidación mediante un proceso 

evidenciario. Más bien, en esta etapa, la prudencia dicta que se 

mantenga el status quo, sobre todo, en atención de los graves 

perjuicios a los que están expuestos los demandantes como 

resultado de la inmediata vigencia del Reglamento impugnado, vis à 

vis los perjuicios menores que puede representar para el Municipio 
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el mantenimiento u operación de estos establecimientos mientras se 

dilucida la reclamación en cuestión. 

Por los fundamentos expuestos, expediría el recurso 

presentado y decretaría el injunction preliminar solicitado.  

Notifíquese. 

 

Troadio González Vargas 
Juez de Apelaciones 

 


